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PRESIDENTA Y DEMAS MAGISTRADOS g^LA

5ATA CONSTITUCIONAL TRIBUN;i SUPREMO DE JUSTICIÍ$E
I:ECHA: -iI-Su Despacho.-

Qu¡enes suscriben, Gregorio Riera y zovig Kelesarian, venezolanos, mayores de edad, de este domicilio,

titulares de la cédulas de ¡dentidad números V- 14.890.210 y V- 1.3.893.596, respectivamente, inscritos

en el lnst¡tuto de Previsión Social del Abogado bajo los números L23.I47 v L37.2I4, actuando en este

acto en representac¡ón de TRANSPARENCIA VENEZUELA, Asociación C¡vil sin fines de lucro, inscrita en la

oficina Subalterna del Registro Público del Munic¡pio Chacao del estado Miranda en fecha 11 de Marzo

de 2004, bajo el número 49, tomo 7, Protocolo Pr¡mero, cuya última reforma estatutar¡a consta en autos

y quedó inscr¡ta en el mencionado Registro, en fecha 7 de mayo de 2013 bajo el número 48, folio 295,

tomo 14 del Protocolo de Transcripción del mencionado año y su más reciente Acta de Asamblea

General ordinaria de Miembros, celebrada en Caracas en fecha 4 de julio de 2014 quedó ¡nscr¡ta en el

mencionado Registro Público bajo el número 35, folio 229 del Tomo 41 del Protocolo de Transcripción

del referido año 2014 (cuyas copias adjunto marcadas con la letra "A"). Dicha representac¡ón consta en

instrumento ooder debidamente autent¡cado en fecha 13 de febrero de 2015 en la Notar¡a Públ¡ca

V¡gésima Séptima de Caracas, Municipio Libertador, quedando anotado en el número 27, Tomo 5, Folios

89 al 91; e inscrito ante el Registro Público del Qu¡nto Circuito del Municipio L¡bertador, Distr¡to Capital

en fecha 27 de febrero de 2015, bajo el número 42, folio 280 del Tomo 4 del Protocolo de Transcripción

del presente año (copia que anexamos marcada con la letra "8"); acudimos ante esta Sala Constitucional,

con base en los artículos 336, numeral 1, de la Constitución de la República Bol¡variana de Venezuela, y

25, numeral 1, de la Ley Orgánica delTribunal Supremo de Justicia (en lo que sigue, la LOTSJ), a presentar

ACC|óN POPULAR DE NUUDAD PARC|AI POR INCONSTITUCIONAUDAD en contra de los artículos 27,

numerales 11 y 18, 33, numeral 8, 57,77 y 75, numeral 2, del REGTAMENTO INTERIOR Y DE DEBATES DE

tA ASAMBLEA NACIoNAL (en lo que sigue "Reglamento"), cuya última reforma fue publicada en la

Gaceta Oficial de la Reoública Bolivariana de Venezuela Ne 6.01.4 Extraordinario, de fecha 23 de

diciembre de 2010 (se consigna copia debidamente certificada de la Gaceta Oficial, el 21 de mayo de

2015, por el D¡rector General del Servic¡o Autónomo lmprenta Nacional y Gaceta Ofic¡al, ciudadano

Lorenzo Anton¡o Martínez, marcada "C"), por la violación de los principios, derechos y garantías

conten¡dos en los artículos 2 (pluralismo político), 58 (libertad de información), 66 (rendición de

cuentas), 108 (acceso universal a la informac¡ón), L87, numeral 4 (deber de promover la partic¡pación

ciudadana), 197 (deber de vinculación permanente con electores) 199 (representación parlamentaria de

electores), 201 (representación de entidades federales y autonomía de op¡nión y volol y 222

(mecanismos de control polít¡co no subordinados a la regla de la mayoría) de la Const¡tución de la

Reoública Bolivariana de Venezuela.

El presente escr¡to está dividido en cinco partes, dedicadas a los siguientes aspectos:

l) Demostrar la competenc¡a y cumplimiento de los requisitos de admisibilidad previstos en la

LOTSJ para que sea admitida esta acc¡ón de nulidad parcial ejerc¡da en contra del Reglamento;

ll) Explicar la ¡mportanc¡a del Reglamento como garantía institucional de la democracia, el

pluralismo y el control político sobre las funciones de Gobierno y adm¡nistrat¡va ejerc¡das por el

Ejecut¡vo nacional;

lll) Exponer las razones por las cuales los firmantes solicitamos la declaratoria de nulidad parc¡al del

Reglamento, en vista de su manifiesta violación de principios y normas protegidas por la

Constitución:

lV)Solicitar, en forma subsidiaria, la aplicación de la técnica de la interpretación conforme a la

const¡tución de los preceptos cuestionados en esta demanda de nulidad parcial por
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¡nconstituclonalidad, para el supuesto de que esta Sala considere que no es procedente su anulación,

por ser pos¡ble que sus contenidos se interpreten conforme a la Norma Suprema a fin de evitar

lagunas legislativas;

V) Formular el pet¡tor¡o de esta acc¡ón de nulidad parcial de los artículos 13, numerales 2 y 3,26,
numerales 3,4 y 10, 33, numerales 8,9, LOy n,27, numerales n, t7 y L8,33, numeral 8,49, 56, 57,

66,7f,75, numeral 2, 101, 103 y 135 del Reglamento, y de sol¡citud subsidiaria de interpretaciÓn

conforme a la constitución de dichos artículos.

t. coMpETENCtA y CUMPUMTENTO DE LOS REQUTS|TOS DE ADMISIBILIDAD DE ESTA ACCIÓN

DE NUTIDAD PARCIAL:

a. Competenc¡o de lo Solo Const¡tuc¡onol poro conocer de los demandds de inconst¡tucionolidad

en contro del Reqlomento:

Conforme a los artículos 336, numeral 1, de la const¡tución, y 25, numeral 1, de la LOTSJ,

corresoonde a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justic¡a conocer de las demandas de

nulidad total o parcial por ¡nconstituc¡onalidad que, vía acción popular, se intenten en contra de actos de

rango legal dictados por el Poder Legislativo Nacional.

En el presente caso, se presenta una acción de nulidad parcial en contra del Reglamento Interior

y de Debates de la Asamblea Nacional, publicado en la Gaceta Oficial Ns 6.014, Extraordinario, de fecha

23 de diciembre de 2010, en específico en contra de los artículos 27, numerales 11 y 18,33, numeral 8,

57,7! y 75, numeral 2, el cual es una norma jurídica de rango legal, dictada en ejecución d¡recta e

¡nmediata de la constituc¡ón (artículo 187, numeral 19) a efectos de organizar y regular el

funcionamiento del Poder Legislativo Nac¡onal, y también asegurar el ejercicio de las funciones

constitucionales de legislación y control político de la Asamblea Nac¡onal.

Por lo tanto, corresponde a esta Sala Constitucional conocer de la acción de nulidad parcial por

inconst¡tucionalidad ejercida en contra del Reglamento.

b. Cumplim¡ento de los reou¡sitos de ddmis¡bil¡dod de esto acc¡ón de nul¡dod por motivos de

¡nconstituc¡onol¡dod en contro del DLOPJ:

En cuanto a la admisibilidad para presentar esta acción, hemos de indicar que la m¡sma cumple

con todos los requ¡sitos exiBidos por el artículo 133 de la LoTSJ, pues:

No hay inepta acumulación, ya que no se acumulan demandas, pretens¡ones o recursos que se

excluyan mutuamente o cuyos procedimientos resultan incompat¡bles entre sí (sólo de forma subs¡d¡ar¡a

y no conjunta hemos solicitado, de no proceder la anulación de los artículos impugnados, su

interpretación conforme a la Const¡tución);

El escr¡to se acompaña de los documentos fundamentales para su tram¡tac¡ón, a saber, Copia

Certificada de la Gaceta Of¡cial en la que se publicó el Reglamento, así como, copias certif¡cadas del Acta

constitutiva estatutaria de la Asociación Civil Transparencia Venezuela, inscrita en la Oficina Subalterna

del Registro Público del Municipio Chacao del estado Miranda en fecha 11 de Marzo de 2004, bajo el

número 49, tomo 7, Protocolo Primero, cuya última reforma estatutaria consta en autos y quedó ¡nscrita

en el mencionado Reg¡stro, en fecha 7 de mayo de 2013 bajo el número 48, fol¡o 295, tomo 14 del

Protocolo de Transcripción del mencionado año, igualmente, instrumento poder que acredita nuestra

condición de apoderados de la Asociac¡ón C¡vil refer¡da.

Av. Andrés Eloy Blanco. Edif. Cámara de Comercio de Caracas. Piso 2, Ofic. 2-15. Los Caobos, Car¿cas.

Telf. 58 212 5760863. Ema¡l: Tw¡tter: @nomasguiso



TRñN5FAN&NNIH
VEN¡ZLJELA

No existe sobre la materia a decidir en este caso cosa juzgada, ya que no ex¡ste sentencia

def¡n¡tivamente firme que contenga un pronunciamiento sobre la inconst¡tucionalidad parcial del

Reglamento.

El presente escr¡to no cont¡ene conceptos ofensivos e irrespetuosos, que impidan su tram¡tación,

solo cont¡ene alegaciones jurídicas cuyo fin no es otro que demostrar la ¡nconstituc¡onalidad de algunos

artículos del Reglamento que violan los artículos 2 (pluralismo político), 199 (representac¡ón

parlamentar¡a de electores), 201 (representac¡ón de entidades federales y autonomía de opinión y voto)

y 222 (mecanismos de control político no subordinados a la regla de la mayoría) de la Constituc¡ón de la

Reoública Bolivariana de Venezuela.

Acreditada su competenc¡a, e igualmente el cumplimiento de todos los requisitos de

admisibilidad previstos en la LOTSJ, pedimos a esta Sala Const¡tucional que declare su competencia para

conocer de esta acción, asícomo la admisibilidad de la misma. Asísol¡c¡tamos se declare.

II. DE LA LEGITIMIDAD ACTIVA PARA INTERPONER tA PRESENTE ACqóN POPULAR DE NUTIDAD

PARCIAT POR INCONSTITUCIONATIDAD

En cuanto a la legit¡mación act¡va para ¡nterponer la presente acción, invoco el criterio reiterado

de esa honorable Sala Const¡tuc¡onal delTribunal Suoremo de Justic¡a mediante el cual se ha ratificado el

carácter popular de dicha acción, que a la luz de los artículos 26 de la Constitución de la República

Bol¡variana de Venezuela y 32 de la Ley Orgánica delTribunal Supremo de Just¡c¡a, permite que @!&!eI
persona caDaz procesalmente, tenqa interés ofocesal v iurídico Dara DroDonerla como tutor de la
constitucionalidad, hava sufrido o no un daño proveniente del instrumento iuríd¡co recurr¡do.
(Subrayado y negrillas nuestra).

En efecto, de manera acertada esa honorable Sala Constituc¡onal en sentencia de fecha 27 de

noviembre de 2012 (Exp. O7-O5Z4\, analizó la legitimación act¡va en los recursos de nulidad como
requis¡to para su interposición, ratificándose el criterio imperante en dicha Sala -incluyendo de la

antigua Corte Suprema de Justicia-, tal como se cita a continuac¡ón:

"En relac¡ón con este punto de la leg¡t¡mdción act¡vo en los recursos de nul¡ddd por
ínconst¡tucionalídad, yd ld antiguq Corte Suprema de Just¡cia se había pronunciodo ol respecto,
destacondo el corácter populor de ld mismo. En este sent¡do en lo sentencio N" 270 del 03 de
octubre de 7985, cqso lvon Pul¡do Moro, lo Solq Polít¡co Admin¡strdt¡va de lo entonces Corte
Supremd de Justic¡q señdló textuolmente:

"Pr¡mero: Una leg¡timoc¡ón oct¡va excepcionolmente omplio -por comparación con
otros s¡stemds-, en el recurso de ¡nconst¡tucionol¡dad ...omis¡ss...Conforme a ella quedon
hab¡litados pdro ¡nterponer recursos de esta índole oún los s¡mples ¡nteresados, es dec¡r
cudlqu¡er persona copoz, venezolano o no, en pleno uso de sus derechos c¡v¡les y polit¡cos, Se
troto entonces de und dcción 'popular' cuyo consagración convierte ol nuestro en un s¡stemd
excepc¡onol dentro del Derecho comparodo. y por cuonto sólo cuento solvdguqrdor ld
¡ntegr¡dad de la normo, del propio s¡stema jurídíco en sumo -s¡n entror en cons¡derdc¡ones
subjet¡vos de qu¡en ¡ntento protegerlo med¡onte uno occíón-, ld doctr¡no hobta en este caso de
un recurso 'objetivo', obierto a todos"

Por su pdrte, esta Sdlo Const¡tuc¡onal del Tr¡bunql Supremo de Justicid, en sentenc¡a
numero 7077 del 22 del sept¡embre de 2000 (Caso: Serv¡o Tulío León), dejó sentodo lo
s¡qu¡ente:

"tt ,ntrrt" Ze ¿" U ,
occeso a la ¡ust¡c¡d, lo cudl se lodro med¡ante ld acc¡ón.
con el eierc¡cio de la dcc¡ón, lds Dersonas trotdn de hocer valer sus derechos o ¡ntereses.se
trata de derechos subiet¡vos e intereses irrídícos, reou¡r¡endo el oftículo 76 del cód¡oo de
Proced¡m¡ento avil, normo aue r¡ae el oroceso en oeneroLaue dbhos ¡ntereses seon actuobs.
Todo derecho srbiet¡vo aue se hace vdler med¡dnte la occ¡ón inrolucra un interés ¡uríd¡co. el
cual cons¡ste en el ¡nterés sustanc¡dlen lo obtención de un bien, aue, como expresa el profesor
calomondrci (lnstituciones de Derecho procesol c¡v¡l seoún el nuevo cód¡qo. HEA. Buenos
A¡res. 7973. Tomo l. Póa. 269), constituve el núcleo del derecho subietivo.
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generql, y se publ¡caró en la Gocetq Of¡cial de lq Repúbl¡co Bol¡vqr¡and de Venezuela, y en la

Goceto of¡c¡ol del estodo o mun¡c¡pio según correspondd". (Negr¡llas de lo solo).

Es por ello que esta Salo ha sostenido de monera re¡terodd, que el eiercic¡o de ld

acción populqr de ¡nconst¡tucíonolidad no requ¡ere de mdyores ex¡genc¡os en la leg¡t¡moción,

bostondo un s¡mple interés poro su eierc¡cio.

V¡stas lqs qnter¡ores consideraciones, resultq ¡nof¡c¡oso -o los efectos de ld leg¡t¡m¡dod

oct¡vd- entrar q onolizar las denunc¡as relqt¡vos ol poder que esgrímieron los apoderados

actores, yd que tol y como se expl¡có el recurso de nulidsd por inconstituc¡onalidad es una vío

jud¡c¡ol obierta a todo dquelld persona que seo copoz, s¡n que puedd ex¡gíRele n¡ngund

cond¡ción pottículor." (Negritas y subrayado de la Sala)

Siendo que el recurso de nulidad por inconstitucionalidad no exige ningún tipo de condición

particular al promovente de la acción, más allá de la capacidad procesal para actuar en juicio, solicito

respetuosamente a esa honorable Sala Constitucional que tome como llenos los extremos de ley en

cuanto a la legitimac¡ón activa que poseo como ciudadana para la interposición del presente recurso de

n u lidad.

III. Et REGTAMENTO INTERIOR Y DE DEBATES COMO GARANTIA DE IA DEMOCRACIA, EI-

PIURAIISMO Y EL CONTROI. POLíflCO SOBRE LAS FUNCIONES DE GOBIERNO Y

ADMINISTRATIVA:

Tal y como lo explica José Guillermo Andueza, los "Reglamentos parlamentarios" (en realidad,

leyes de organización del Poder Leg¡slativo) son acuerdos dictados por las Cámaras de los órganos

legislativos -en el caso de Venezuela, donde el Parlamento es unicameral, por la Asamblea Nacional- en

sesión plenaria, en ejercicio de su potestad de autodeterminación, con la finalidad de organizarse

internamente y de establecer con carácter general y abstracto las reglas del procedim¡ento

parlamentario.

En tal sentido, las normas que cont¡ene d¡cho ReSlamento son de la mayor importancia, pues,

por un lado, organizan el funcionamiento del órgano supremo de una de las ramas del Poder Público

Nacional haciendo posible que aquél cumpla con los fines que le son encomendados, y, por otro,

determinan en atenc¡ón a los princ¡pios democrático, del pluralismo y de la seguridad jurídica, el

procedimiento para la formación de la voluntad leg¡slativa y de ejercic¡o de la función de control político

sobre el Gobierno nacional.

Por ello, el autor mencionado ha indicado que: "En uno sociedad plurol¡sto, donde lo diversidad

de opin¡ones e ¡ntereses se controponen en los Cámoros, es indispensoble reglomentor el diólogo entre

moyorías y minoríos de monero que éstos no seon atropellodos por oquellos o que los minoríos parolicen

el func¡onom¡ento det Cuerpo mediante tóct¡cds obstruccionistos. lJn buen reglomento, en el cuol se

equitibren los distintos ¡ntereses en juego, será lo base sobre lo cuol morchorá lo octuoc¡ón de un órgono

tan importonte como el Congreso" (ANDUEzA, José G., "El Congreso". caracas: Congreso de la República,

1993, p. 95).

Desde el punto de vista del Derecho Const¡tucional, el Reglamento constituye una garantía de los

pr¡nc¡p¡os democrát¡co (representac¡ón) y del pluralismo político (y, por ende, de los derechos polít¡cos

de los ciudadanos) reconocidos por el artículo 2 de la Constitución, expresión el primero de la regla de la

mayoría y del reconocimiento de las minorías parlamentar¡as (véase BALAGUER C., María, "El recurso de

inconstituc¡onolidad". Madrid: Centro de Estudios Polít¡cos y Constitucionales, 2001, p. 35), y el segundo

de la comprensión de la democrac¡a representativa de los modernos como s¡stema de convivencia entre

grupos con intereses en pugna que logran, mediante la toleranc¡a, la negociación y el consenso polít¡co,

la paz socialy el desarrollo integral de la sociedad.

En efecto, visto el carácter general y enunciativo de las normas constitucionales, es en d¡cho

Reglamento donde se fija el modo en que la mayoría ciudadana representada en el órgano leg¡slat¡vo

nacional tendrá la pos¡b¡l¡dad de incidir en forma decis¡va en la orientac¡ón polít¡ca de la legislación y el
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control político sobre el Gobierno nac¡onal, pero siempre con respeto a los derechos de las minorías

ciudadanas también representadas en el Parlamento.

Esto último se cumple sólo mediante el reconocimiento pleno del derecho de los representantes

de esas minorías a interven¡r efectivamente en los procedimientos parlamentar¡os, a integrar y d¡rigir

Comisiones parlamentarias que ¡nvest¡gan y funcionan de contrapeso del Ejecutivo Nacional y a que sus

propuestas sean consideradas mediante la negociación al momento de dictar actos parlamentarios con o

sin forma de ley de trascendencia para la v¡da nacional (leyes orgánicas, designación de altos

funcionarios de los Poderes Públicos, propuestas de interpelac¡ones, interrogatorios, votos de censura,

etc.), de forma tal que no se convierta la regla de la mayoría en dictadura de la mayoría, negadora de los

derechos constitucionales de los demás integrantes de la sociedad.

Es por ello que, si b¡en desde el punto de v¡sta del Derecho Parlamentario el Reglamento es un

acuerdo de la Asamblea Nacional que resulta del ejerc¡c¡o de una de sus competencias privat¡vas

derivada de su autonomía funcional como órgano supremo de una rama del Poder Público, en el Estado

constituc¡onal contemporáneo, debe reinterpretarse y morigerarse la afirmación conforme a la cual "lo

Cámoro no se l¡mito solomente o fijor los reglas de orgon¡zoc¡ón y funcionomiento s¡no que tomb¡én

t¡enen lo función exclus¡va de interpretor su propio ordenamiento jurídíco ¡nterno. Lo Cómoro es el único

juez de sus octos. Si lo interpretoción que las Cámoros hocen de sus octos pud¡ere ser recurrido onte otro

órgano del Estodo, lo outonomío funcional se verío comprometida" (ANDUEZA, op. cit., p. 96).

En efecto, tal posición, parte de una comprens¡ón ya superada del principio de división en ramas

del Poder Público, acogida por el máximo Tribunal de la República en los pocos fallos dictados en la

materia (CFC, SP, 12.06.68; TSJ, SC, 1.718, 20.08.04), según la cual el Reglamento forma parte de los

ffamados interno corpor¡s, que la jurisdicción const¡tucional sólo puede revisar cuando el Parlamento

incurre en extralimitac¡ón de atribuciones (en ¡ncompetencia), mas no cuando se trate de violaciones de

actos normativos dictados por la prop¡a Asamblea, pues en tal caso, la revisión de tal infracción, aún

cuando estén afectados princip¡os const¡tuc¡onalet implicaría violar la autonomía del Parlamento.

La pregunta es ¿son o no jurídicas las normas contenidas en el Reglamento? En la actualidad, la

condic¡ón de jurídica de una norma v¡ene dada no por su estructura interna, s¡no por su pertenenc¡a a un

ordenam¡ento jurídico, en el que existen al menos algunas disposiciones que implican coacción y sanc¡ón

para el incumplimiento de las restantes normas que ¡ntegran el sistema (PECES-BARBA, Gregor¡o y otros,

"Curso de Teorío del Derecho". Madrid: Marcial Pons, 2000, p. 161); siendo ello asl las normas del

Reglamento que desarrollan y garant¡zan en forma d¡recta pr¡nc¡p¡os y derechos constitucionales son

normas jurídicas pues la Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico y todo acto dictado

en contravención a ella es nulo.

Por tanto, de ser desconocidas por una mayoría parlamentaria cualquiera de esas normas del

Reglamento, cualquier interesado puede en nuestro país demandar la nulidad por ¡nconstitucionalidad

total o parc¡al del acto que resulte el procedim¡ento irrito, y exigir a la jurisdicción constitucional que

ordene al órgano legislativo nacional que dicte un nuevo acto parlamentario que se ajuste en su

formación a la norma juríd¡ca incumplida.

Asimismo, puede también demandar en forma d¡recta la nul¡dad total o parcial de aquél

precepto jurídico del Reglamento que sea contrario a un principio o norma de la Constitución, sin que

pueda inadmit¡rse o desest¡marse tal petición con aux¡lio en el argumento del carácter de ¡nterna

corporis del acto content¡vo de la norma impugnada (BlGLlNO, Paloma, 'tos vicios en el procedim¡ento

legislativo". Madrid: Centro de Estud¡os Constitucionales, 1991, p. 64 y ss).

Por otro lado, las normas del Reglamento, junto a las previstas en forma directa en la

Constitución, constituyen el mecan¡smo a través del cual se debe garantizar el efect¡vo reconocimiento
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de un estatus político a la oposición (mediante la regulación de las mayorías parlamentarias, la reserva

de puestos d¡rect¡vos en la plenaria, en las comisiones parlamentarias, etc.), pues ello constituye una

condición indispensable para que el órgano leg¡slativo nacional pueda ejercer a plenitud su función de

control político sobre los órganos de las demás ramas en que se divide el Poder Público, en espec¡al

sobre los órganos de la rama Ejecutiva, y pueda entonces afirmarse en la realidad la vigencla del sistema

mixto con preponderancia presidencialista que, en pr¡ncip¡o, rige en Venezuela.

Es por lo anterior que afirmamos que el Reglamento, más que un mero instrumento de

organización ¡nterna, es una garantía institucional para el buen func¡onamiento del régimen democrático

y el ejercic¡o de los derechos políticos constitucionales, sin lo cual no existe verdadero pluralismo

Dolítico.

S¡guiendo esta línea argumentativa, es el la función de control político en la cual, sin duda

alguna, se observa la mayor importanc¡a del Reglamento para la vigencia del Estado de Derecho y su

princ¡p¡o cardinal, la separac¡ón de los Poderes Públicos, ya que depende del contenido de este

Reglamento el que tal función pueda, realmente, ser ejercida por los diputados que integran la Asamblea

Nacional.

En efecto, en un sistema pres¡dencialista, el control parlamentar¡o sobre la acción del Gobierno

nacional es requisito necesario para la construcc¡ón y el manten¡m¡ento de un s¡stema democrático y de

un Estado de Derecho. La manifestación democrática se encuentra en el parlamento, allí en donde

concurren mayorías y minorías, y no en el Ejecutivo Nac¡onal cuya leg¡t¡midad tiene como base sólo la

regla mayor¡taria.

Hoy día se ent¡ende que la función de controlar la acción del Gob¡erno, corresponde

fundamentalmente, y he allí la exigencia del Estado de Derecho y el s¡stema democrát¡co, a las minorías

políticas presentes en el Parlamento. Ello como consecuencia correlat¡va al principio de que las

dec¡siones de un órgano colegiado (Parlamento) son expresión de la voluntad de la mayoría y que ésta

mayoría puede verse ident¡f¡cada con el Ejecutivo Nacional.

El control político o parlamentario es necesar¡o e importante para la existenc¡a de un adecuado

sistema inst¡tuc¡onal. Necesario porque refuerza la vigenc¡a del Estado de Derecho y la democracia, en

una mater¡a en la que el controljudicial es relat¡vo cuando no inex¡stente. lmportante porque un Estado

sin control y un juego político s¡n respeto al pluralismo en nada beneficia al ciudadano, por el contrario,

los c¡udadanos estarían indefensos frente a los abusos y excesos de los gobernantes y las mayorías.

Respecto al Estado de Derecho, valga la insistencia en ello, desde antaño se ha sostenido que

para impedir el regreso del despotismo (concentración del Poder), garantizar la libertad y la igualdad de

las personas, es imprescindible asegurar la vigencia de sus contenidos básicos (s¡stema de pesos y

contrapesos, imperio de la ley, segur¡dad jurídica, etc.). A todo evento, la historia reciente así lo confirma

(Véase: (i) índice de Gobernanza mundial http://soo.gll0kUYcH1, 1ii¡ índice de calidad institucional

http://soo.sll9Rlw52 ).

Entre las condiciones que se exigen para que tal forma de Estado exista, qu¡zás la más evidente,

es la separación de poderes y el control del Poder.

La dinámica parlamentaria actual ha repercutido sustancialmente en la relación Gobierno y

Parlamento, la autonomía de éste frente aquél es sumamente dudosa dada las circunstancias actuales y,

1.wor|dwideGovernancelndicato.s(w6|)Di5pon¡b|een:@
t. KRAUSE, Martin. fndice de calidad Instituc¡onal 2012. Dispoñ¡ble en: htto://www.l¡bertadvorogresonline.orFlwo_

content/uploads/2012l07llCl-2012.pdf
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desuyo,|aideadecontrolentrepoderess¡nciertaautonomíapo|íticaentresíesabsurda.Lafunc¡ónde
control parlamentario refuerza esa idea de autonomía y control real (contrapesos) entre los Poderes, en

este caso entre Gob¡erno y parlamento; por tanto, tal func¡ón es compatible y contribuye a la

consecución de un eficaz Estado de Derecho'

ResDectoa|ademocracia,cabeentender|acomoe|s¡stemapo|íticopormediode|cualminorias

ymayorías||evanacaboe|debatepolítico,conmutuorespeto,paraaccederaIPoderypara|atomade

ciertas decisiones s¡n el uso de la violencia. Solo así es posible garant¡zar el pluralismo, dado pues que

mayorías y minorías tienen la posibilidad de expresarse y la regla mayoritaria se ve lim¡tada por el

respetoalaminoría,enelmarcodeleyesgeneralesyabstractasyconcontroljurisdicc¡onaldesu
actuac¡ón.

Pues bien, la func¡Ón de control parlamentario se une tamb¡én a la idea democrát¡ca'

garantizandoasíunequi|ibrioentremayoríasyminoríasqueseveentorpecidopor|adinámica
oarfamentaria actual. con agudeza señala SARTORI (en Elementos de Teorío Po''t'to' Madr¡d: Al¡anza'

1988,p.58},,losderechosdelom¡noríosonlocond¡ciónnecesoriodelprocesodemocrótico.s¡estomos
comprometidos con tol proceso, tombién debemos estorlo con un gobierno mdyoritorio refrenodo y

tim¡todo por tos derechos de la m¡norío. El mantenim¡ento de ld democracio como un proceso en morcno

ex¡gedenosotrososegurorquetodoslosciudodonos(maYoríaplusminorío)ostentenlosderechos
requer¡dos por el método o trovés del cuol lo democrac¡o opero"'

Ahora b¡en, para que e| control po|ítico se pueda ejercer a caba|idad, |o mismo de| debate

par|amentariodecaraa|aformaciónde|as|eyesy,engenera|,de|e'ierciciode|afunción|egislat¡Va,es
fundamenta|quederechosde|ospar|amentarioscomoe|usode|apa|abraoatenerconoc¡mientooser
convocados con suf¡c¡ente antelac¡ón para asistir a las sesiones ante la Plenaria, el acceso de todos los

dioutados a sus credenc¡ates y a la as¡stencia técnica que brinda el Parlamento, su part¡cipación efectiva

y posibilidad de presidir también las Com¡siones permanentes y especiales que se conformen' entre

otros, son cond¡ciones, derechos y garantías que se deben cumplir en el Reglamento para que los

principios,mecan¡smosdecontro|yderechosreconocidospor|osartícu|os7,r99,zoty22zde|a
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela'

Como se verá a cont¡nuac¡ón, lamentablemente el Reglamento vigente no respeta ni Sarant¡za

esas condiciones, y por tanto está viciado de nu|idad parc¡a|, por inconstituciona|idad, de acuerdo a |os

argumentos que pasamos a desarrollar.

|v'DENUNC|ASDE|NcoNsTlTUc|oNAL|DADPARG|ALDETREGLAMENTo|NTERIoRYDE
DEBATESPUBL|CADoENLAG.o.Ng6.014EXTRAoRD|NAR|o,DEFECHA23DED|C|EMBREDE
2010:

Acontinuación,exponemosanteestasaIaconstituciona||assiguientesdenunciasde
¡nconst¡tuc¡onalidad del Reglamento, bás¡camente por vulnerar los pr¡ncip¡os, mecan¡smos de control y

derechos Drevistos en los artículos 2, fgg, 2OI y 222 de la Const¡tución de la República Bolivariana de

Venezuela.

o. tnconst¡tuc¡onol¡dod del Reolomento oor no estoblecer de formo odecuoda mecan¡smos

Ñoue qoronticen el occeso o lo ¡nformac¡ón' aseauren lo rendición de cuentas

7áiJí6dos de oest¡ónl de tos dioutados v permiton uno oorticipación ciudodono eficaz en los

consultos públicos:

ElReg|amentoprevéenvariasdesusdisposicionesalgunos||amados,mecanismoseinstanc¡as

admin¡strativas que, podria pensarse, responden de forma sufic¡ente a la ex¡gencia de la constitución de

asegurar la rendición de cuentas, el acceso a la información sobre la gest¡ón del Parlamento y la eficaz

participac¡ón c¡udadana en el procedimiento parlamentario. s¡n embargo, una lectura detenida de las
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mismas, ev¡denc¡a que ese cumplim¡ento no ocurre y que, por el contrario, el Reglamento está v¡c¡ado de

inconstitucional¡dad en estas mater¡as.

Asítenemos,porejemp|o,que|osnumerales2y3de|artícu|o13de|Reg|amentoestab|ecen|a
obl¡Bación de "vincutación permonente de los Díputodos con los electores" y la obligación de "informor

sobresugest¡ónyderendircuentos',;asimismo,|osnumera|es3,4y10de|artícu|o26de|m¡smo
instrumento legal establecen la obligación de la Junta D¡rect¡va de la Asamblea de "estimulor el

porlomentor¡smo de colle, dor respuesto o los c¡udodonos que soticiten port¡cipor en los sesiones y rendir

cuento pública"; igualmente, el numeral 17 del artículo 27 del Reglamento impone al Pres¡dente de la

Asamblea Nacional la obligación de "rendir cuento púbticd"l por último, según el artículo 49 del

Reglamento parcialmente impugnado en este juicio, las comisiones Permanentes están obligadas a

"rendir cuento público de su gestión".

Respectode|apartic¡paciónciudadana,seobservaquee|artícu|o38de|Reg|amentod¡spone,en

forma muy general, que las comisiones permanentes organizarán y "promoverón lo port¡cipoc¡Ón

ciudodono"; del m¡smo modo, el artículo 127 dispone que la Asamblea Nacional "est¡muloró lo

port¡c¡pac¡ón ciudodono"; del mismo modo, supuestamente en pro de garantizar la participación

ciudadana y acceso a la información, los numerales 9, 10 y 11 del artículo 33 del Reglamento ¡mponen a

la Secretaría de la Asamblea Nacional la obligación "de publicor en el s¡stemd outomot¡zodo de occeso

público et orden del dío, el tibro de octos y et tibro de conocim¡ento", mientras que el artículo 135 del

mismo instrumento establece la obligación de "publicación de un D¡dr¡o de debotes"; el artículo 101 del

Regfamento ¡mpone a la Asamblea Nac¡onal la obligación "de consulto ciudodono en los procedimientos

de formoción, discusión y oproboción de proyectos de ley", y por últ¡mo, según el artículo 103 del

Regfamento, ,.todo proyecto de ley debe estor disponible en el s¡stemo outomot¡zodo".

De los artículos señalados puede ¡nfer¡rse que la partic¡pación c¡udadana en los asuntos que

competen a la Asamblea Nacional tiene un doble eje de aplicación; pues, por un lado está la obligación

del Parlamento de mantener ¡nformada a la población acerca de su gestión, llevando a cabo rendición de

cuentas periódicas y transparentes todo lo cual se constituye en un derecho del ciudadano; y por otro

lado está la posib¡l¡dad de que los ciudadanos dirijan a la Asamblea Nacional cualquier tipo de op¡nión,

crítica o sugerencia y que participen en los procesos de formación de leyes, lo que está íntimamente

ligado al derecho de acceso a la información dispuesto en el artículo 108 const¡tucional, que debe ser

garantizado por la Asamblea Nacional, en lo que respecta a la información de interés público que resulte

de su act¡v¡dad oarlamentaria.

COmo se observa, son variadOS los mecan¡Smos que Se establecen en el Reglamento para,

supuestamente, cumplir con la rendición de cuentas, con el acceso a la información y la part¡cipac¡Ón y

conocim¡ento de los ciudadanos ampliamente de la act¡vidad parlamentar¡a llevada a cabo por la

Asamblea Nacional, y en específico de los diputados que la ¡ntegran.

sin embargo, tales mecanismos, debido a la forma limitada y en casos contrar¡a a la const¡tuc¡ón

en que se han previsto en el Reglamento, han resultado en la práctica ineficientes, pues la información

que se conoce de la gestión parlamentar¡a no es precisa, no está actualizada y no perm¡te conocer los

resultados al día de la gestión de la Asamblea Nacional en general, y de los diputados en particular.

por ejemplo el sistema automat¡zado conocido es la página web de la Asamblea

(htto://www.asambleanacional.qob.ve/) pero no se encuentra allí ni el orden del día, ni el libro de actas

n¡ los documentos que según el propio Reglamento deberían estar a disposición de los ciudadanos, y

esto es así porque las obligaciones no han sido determinadas de manera eficaz por el Reglamento;

básicamente, n¡ los numerales 9, 10 y 11 del artículo 33, ni el numeral 17 del artículo 27, n¡ los artículos

49, 101, 103 y 135 del Reglamento, determinan los lapsos, métodos y responsables de estas tareas, y
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cuando hacen algo de ello, no prevén las consecuencias jurídicas que tendrá su incumpl¡miento (multas,

remoción, amonestac¡ón, suspensión de sueldo, etc.)

Al ser el Reglamento el instrumento normat¡vo principal de la actuación de la Asamblea Nacional,

debe bastarse a sí mismo (tanto más porque no hay un "Reglamento" del Reglamento, n¡ éste es

desarrollo de una Ley nacional, en tanto que el Reglamento, como se explicó antes, es una suerte de Ley

Orgánica de organ¡zac¡ón de uno de los Poderes Públicos nacionales), es decir debe establecer de

manera precisa todos los procedimientos que deban llevarse a cabo para que se cumpla todo lo que se

pretende garant¡zar a través del mismo.

En este caso, debe establecer normas ciertas, con atribuciones y sanciones específicas, para que

se garantice de manera efectiva la rendición de cuentas y el acceso a la información, para lo cual es

necesario que se determinen detalladamente la forma, los plazos y los cargos o grupos de func¡onarios

del parlamento encargados de hacer pública la información, junto con los correctivos y sanc¡ones para

quienes incumplan con tal deber.

Lo mismo ocurre con la part¡c¡pación ciudadana, ya que el Reglamento cont¡ene meras alusiones

al tema, exhortos práct¡camente, que no establecen de manera ineficiente ni garant¡zan realmente tal

partic¡pación.

En este caso, ni los numerales 2 y 3 del artículo 13, n¡ los numerales 3,4 y 10 del artículo 26 del

Reglamento establecen mecanismos precisos para que la consulta tenga lugar, y sobre todo, para que lo

aportado por los ciudadanos durante la consulta sea en efecto analizado y acogido o rechazado, pero en

forma razonada, pública, por el Parlamento o la Comisión respect¡va, y se cumpla asíel fin de la consulta,

que es hacer parte de la decisión leg¡slat¡va a la c¡udadanía, y no limitar a ésta a concurr¡r como

espectador que sólo consigna documentos, ¡deas o propuestas críticas que no serán nunca consideradas,

pues no hay mecanismo coactivo que asegure esto últ¡mo.

por lo tanto, se incumple con lo establecido en los artículos 66, 108, 187 y 197 de la Const¡tución

relat¡vos a la participac¡ón ciudadana y acceso a la información que debería garant¡zar la Asamblea

Nacional en lo que atañe a su gestión. En efecto, el numeral 4 del artículo 187 de la Constitución dispone

que corresponde a la Asamblea Nacional "Organ¡zor y promover lo porticipoc¡ón ciudodono en los

dsuntos de su competenc¡o", el artículo 197 const¡tuc¡onal establece que los Diputados deberán tener

"una vinculación permonente con sus electores, y electoros otend¡endo sus op¡niones y sugerenc¡os y

monten¡éndolos informados e informodas ocerco de su gestión"; por su parte, el artículo 66 de la

Constituc¡ón señala como un derecho de los electores oo que sus representontes r¡ndon cuentos públ¡cos,

tronsporentes y periódicos sobre su gestión".

Es por ello, ciudadanos Mag¡strados, que sol¡c¡tamos la nulidad por inconst¡tuc¡onalidad de los

artículos del Reglamento antes mencionados, por no establecer mecanismos eficaces que perm¡tan la

rendición de cuentas, el acceso a la información y la eficaz partic¡pac¡ón ciudadana en las act¡v¡dades

parlamentarias, y limitarse a meras exhortaciones, menciones o previs¡ones ¡nciertas, no sujetas a

responsabilidades y sanciones específicas, que han hecho inef¡cientes los mecan¡smos actualmente

existentes. Así pedimos se declare.

b. tnconstitucionalidod del Realomento por no f¡iar un Dlozo c¡erto v permanente Ddro lo

reolizoc¡ón de los ses¡ones ord¡nor¡as, v en su luqor f¡¡ar un olazo de convocdtor¡o de los

d¡putodos ¡nsuficiente aue obstoculizo lo pdrt¡cipac¡ón de éstos en los sesiones ordinor¡os:

De acuerdo con el artículo 17, numeral 1, del Reglamento, uno de los derechos de los d¡putados

y diputadas es "recibir oportunamente por parte de la Secretaría, toda la documentac¡ón refer¡da a la

mater¡a objeto de debate". No obstante ello, el artículo 57 del Reglamento establece lo siguiente:
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Artículo 57. son sesiones ord¡narias los que se celebrcn dentro de los períodos anuoles de

ses¡ones, según lo estoblece el ortículo 279 de lo Const¡tución de lo Repúblico. Serón convocodos

oor ld Presidencid de ld Asqmblea Ndc¡onol por lo menos con ve¡nt¡cuotro horos de onticipoc¡ón.
por un t¡empo expresamente señolodo o hostd agotor algún temo o ogendo del Orden del Dío. En

la med¡dd de las exígenc¡ds del serv¡c¡o, se procuroró ses¡onor en plendr¡ds por lo menos cudtro

veces ol mes (...) A los efectos de la convocqtorio o lo que hoce referenc¡o el presente artículo, el
pres¡dente o Pres¡dento de lo Asamblea Nacionol podrd efectuor la m¡sma, por vío telefón¡ca, o

través de correo electrón¡co, públicamente por ANW, por el portol electrónico de la Asqmbled

Nocional, por lo rod¡o de lo Asombleo Ndc¡onal (A.N. Rad¡o) o por el med¡o más exped¡to pos¡ble.

Este artículo es inconstitucional específicamente en la parte en la cual en lugar de establecer una

regla general y permanente sobre el día y la hora en que regularmente se llevarán a cabo las sesiones

ordinarias de la Plenaria de la Asamblea, establece en cambio un plazo mínimo en el cual, para cualquier

día y a cualquier hora, el Presidente de la Asamblea Nacional puede hacer la convocatoria para las

sesiones ordinarias con apenas 24 horas antes de la ¡nstalación e inicio de la sesión de la Plenaria.

Ese plazo, por "simple" que pueda ser el asunto o la materia a debat¡r y examinar en la sesión

respectiva, es a todas luces insuf¡ciente para, en primer lugar, la debida puesta en conocim¡ento y

preparac¡ón por parte de cada uno de los diputados de la posición y propuestas que llevará como

contribuc¡ón al debate ante la sesión de la Plenaria de la Asamblea Nac¡onal, y en segundo luBar, porque

para los d¡putados que viven en las Regiones, por representar a los ciudadanos de las ent¡dades

federales, una convocatoria con apenas 24 horas de antelación puede, en muchos casos, ser de

imposible cumplimiento para ellos, deb¡do a la imposibilidad de preparar su partic¡pac¡ón y a la vez

desplazarse hasta la cap¡tal de la República para asistir al Palacio Federal Legislat¡vo o el lugar en que se

vaya a realizar la sesión ordinaria respectiva.

Téngase en cuenta, ciudadanos Magistrados, que en el artículo 86 del Reglamento publicado en

la Gaceta Oficial No.37.034, de 12 de septiembre de 2000, justamente para ev¡tar las convocator¡as

sorpresivas, de plazo insuficiente, que dificultaran y hasta ¡mpidieran la efectiva participación de todos

los diputados, s¡n excepción, en las sesiones ordinarias, se estableció que: "Son sesiones ord¡norios los

que se celebren dentro de los períodos anuoles de sesiones, según estoblece el ortículo 279 de lo

Const¡tución, y se llevorán o cobo sin convocatorio prev¡d los díos martes y jueves de cado semono entre

los 1O:OO o.m. y 02:00 p.m., pud¡endo ser prorrogodos hasto por dos horos por decisión de lo Presidencio

o por el tiempo que lo Asombleo decido por moyoría de los presentes. Por dec¡sión de ld Juntd D¡rectivo o

de lo moyorío obsoluto de los miembros de lo Asombleo se puede ocorddr sesionor duronte los díos

feriodos".

Este artículo, derogado de forma injustificada en las sucesivas reformas del Reglamento,

establecía una regla c¡erta, general e igual para todos los diputados en cuanto a la realización periódica,

ciertos días a partir de horas precisas, de las sesiones ordinarias de la Plenaria de la Asamblea Nacional.

A la vez, ese Reglamento de 2000 dejó en su artículo 88 como atribución de la Directiva de la

Asamblea Nacional, de la Comisión Delegada o del Presidente de la República incluso, el convocar, con

un plazo de entre 24 horas hasta 10 días siguientes a la decisión tomada por la Plenaria (nótese que en

este supuesto los D¡putados presentes en la Plenaria ya están suficientemente informados), a la

reaf¡zación de sesiones extroord¡norios para otros días de la semana, d¡stintos a aquellos en los que se

realizan las sesiones ordinarias, lo que sí resulta razonable pues este tipo de ses¡ones se real¡zan ante

temas o situaciones imprev¡stas, o que requieren de una atención espec¡al más allá de las ses¡ones

ordinarias, para cuya realización el tiempo para convocar es claro está variable y normalmente más

breve.

Por todo lo anterior, consideramos que el artículo 57, tanto en lo que respecta al plazo para

efectuar la convocatoria a sesiones ordinarias de la Plenaria, a cualquier día y a cualquier hora de la

semana, de apenas 24 horas de antelación, lo mismo que el permitir que tal convocatoria la haga el
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Presidente "por el medio mós exped¡to posible", fuera de los medios formales e inst¡tucionales de

comunicación e información de la Asamblea Nac¡onal, es inconst¡tuc¡onal, por violar los artículos 2, 199 y

201 de la Const¡tución, y en tal sentido solicitamos a esta Sala que así lo declare y acuerde su nulidad

absoluta.

c. lnconst¡tucionolidod del Reqlomento por hacer depender de uno potestod d¡screc¡onol del
Presidente de lo Asombleo Nacionol el occeso ol opovo técnico ol aue tienen derecho los
diputodos sin distinoo de su posición político dentro del cuerpo leoislotivo:

Según el artículo 17, numeral 11, del Reglamento son derechos de los d¡putados y diputadas el

"...recibir opoyo de los equipos de invest¡goc¡ón, asesoría y técnicos que existon en lo Asambleo Nocionol,
pora el fortalec¡m¡ento de la gest¡ón y conoc¡miento legislot¡vo"; por su parte, el artículo 26, numeral 11,

del mismo Reglamento establece que la Junta D¡rectiva de la Asamblea Nac¡onal tendrá entre sus

atr¡buc¡ones la de "...gorontizor el buen funcionomiento de los servicios de apoyo o lo gestión de lo
Asombleo Nocionol, sus comisiones y subcom¡s¡ones, pora el cumplimiento de sus func¡ones".

Ahora bien, el artículo 27 de ese mismo texto legal prevé, en su numeral 18, como una de las

"atribuciones" del Pres¡dente de la Asamblea Nacional, lo s¡guiente:

'Artículo 27. Son otr¡buc¡ones del Pres¡dente o Pres¡dento de lo Asamblea Noc¡onol: (...1 L8.
Gdrontizor el buen func¡onom¡ento de los serv¡c¡os de apoyo d la gestión de lo Asomblea
Nac¡onol, com¡s¡ones y subcomís¡ones, pora el cumpl¡m¡ento de sus t'unc¡ones".

Este artículo es inconstitucional porque hace depender de la subjet¡vidad del Presidente de la

Asamblea Nacional, por lo general ¡ntegrante de la mayoría política en cada período de funciones del
Parlamento, el que los d¡putados de las distintas tendencias políticas, tengan efect¡vo acceso a los

servicios de apoyo (económicos, jurídicos y de cualqu¡er otra índole) que funcionan al interior del Poder
Legislativo Nac¡onal, entre otras cosas porque en la práctica se interpreta que esta atribución, es deci¡
kl buen funcionom¡ento de los serv¡cios de apoyo",la ejerce el Presidente de la Asamblea Nac¡onal a

través de autorizaciones expresas, sin las cuales el acceso no es posible.

El acceso a los servicios de apoyo ha de ser en cualquier caso un derecho y una garantía para el
eficiente ejerc¡c¡o de sus labores de los parlamentarios, quienes no pueden estar condicionados a

autor¡zac¡ones, perm¡sos o aprobaciones del Presidente de la Asamblea o de cualquier otro diputado
igual a ellos en envestidura, para tener ese acceso, debiendo en todo caso bastar que el diputado con
¡nterés en ello solicite de manera formal a los servicios que funcionan en el Parlamento su apoyo técnico
y específico a algunas de las laborales que como diputado está realizando.

Lo anterior quiere decir, que el numeral 18 del artículo 27 viene a ser una traba oue los
d¡putados tengan acceso a los servicios de apoyo técnico, y a que en definitiva ellos puedan cumplir con
su labor como representantes de los electores ante la Plenar¡a y demás ¡nstancias de la Asamblea
Nacional, pues los diputados en general carecen de recursos y estructura organ¡zat¡va para contar más
allá de su asistente parlamentario con personal técnico calificado que le asista personalmente en el
anál¡sis y evaluación de los múltiples problemas y materias que son de relevancia para la Asamblea
Nacional y sus integrantes.

Con apoyo en lo anterior, consideramos que el numeral 18 del artículo 27 del Reglamento, al
convertir en una potestad discrecional, o más bien subjet¡va, del Presidente de la Asamblea Nacional de
permitir el acceso a los servic¡os de apoyo técnico del Parlamento a los diputados que lo ¡ntegran, ya sea
mediante autorizaciones u otros medios, es inconstitucional, por violar los artículos 2, 199, ZOI y 222 de
la Constituc¡ón, y en tal sentido pedimos a esta Sala que así lo declare y sentenc¡e su nulidad absoluta:
así lo requerimos.
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d. lnconstitucionolidad del Realomento por estoblecer como prerrooativa de lo movorío
portid¡sto en lo Asomblea Nacionol el des¡anor v reservarse paru sí todos los Pres¡denc¡os v
ViceDresidencios de los Com¡siones permanentes:

Si más allá de su origen electoral, la Asamblea Nacional pretende actuar de veras como un Poder

Leg¡slat¡vo democrático, en el que los ciudadanos de las diversas tendenc¡as polít¡cas estén

representados a través de los diputados que han sido por ellos eleg¡dos para que part¡c¡pen tanto en la
Plenar¡a como especialmente en los órganos mediante los cuales actúa en la práct¡ca, para ejercer sus

múlt¡ples funciones la Asamblea Nac¡onal, como con las Comisiones permanentes ex¡stentes o tas

especiales que se conformen, es necesar¡o que todos los diputados, incluidos los que representan

minorías en el Parlamento, tengan la posibilidad de integrar esas instancias, y especialmente de presidir

algunas de esas Comisiones, en especial aquellas desde las cuales se debe ejercer en forma eficaz y

efic¡ente el control oolítico sobre el Gobierno nacional.

La razón de esto último, es asegurar entre otros la v¡gencia del princ¡pio de la separación de

Poderes, entend¡do como sistema de pesos y contrapesos, en razón de lo cual, ante decisiones o
acciones parlamentarias que puedan disgustar a la mayoría en el Parlamento o en el Gobierno nacional,

adoptadas por los d¡putados en la Plenaria o en las Com¡siones, no puedan éstos ser objeto de

retaliaciones como la destituc¡ón de su condición de directivos de las Comisiones.

Pues b¡en, en contra de lo anterior, observamos que los artículos 27, numeral 11, y 40 del
Reglamento establecen lo siguiente:

"Artículo 27. Son dtr¡buciones del Pres¡dente o Pres¡dento de la Asombleo Nac¡onol: (...1 71.
Desiqnor y sustitu¡r o los Pres¡dentes o Presidentas, V¡cepres¡dentes o V¡cepres¡dentds e
¡nteqrontes de cada Com¡s¡ón permonente, Ordinor¡a o Espec¡q1".

'Artículo 40. Los com¡s¡ones permdnentes contardn con un número ¡mpdr de integrantes no
ínferíor d s¡ete ni super¡or a ve¡nt¡c¡nco, el número de ¡ntegrontes será acordodo por el
Pres¡dente o Pres¡dento de ld Asamblea Noc¡onaL Pdro su ¡nteqroc¡ón se tomará en cuento,
siempre que sea posible, la preferenc¡o mon¡festodo por los d¡putados y diputodos. Los
d¡rectivos de lqs com¡s¡ones serán determinados con bose a la ¡mportanc¡o numérico de las
orgon¡zoc¡ones políticas, los cuoles mon¡festarán d lo d¡rect¡vo las com¡s¡ones que ospiran
pres¡d¡r, y se procederó de ld s¡gu¡ente monerq: 7. Lo oraon¡zoc¡ón polít¡ca aue reDresente lo
pr¡mero fuerza en lo Asombleo Nac¡onaL de ocuerdo al número de d¡putddos v d¡putodas aue
lo ¡nteardn. escoaeró todos los comis¡ones que le corresDonda pres¡d¡r, tanto poro pres¡dentes

o Pres¡dentds como pora Vicepres¡dentes o V¡ceores¡dentos, apottando a lo d¡rect¡vo lo l¡sta
de los d¡Dutodos o diDutddas oue eiercerán toles funciones.2. Lo orgon¡zoción polít¡cd que
represente la segunda fuerza en lo Asdmbleo Nacional, de ocuerdo dl número de d¡putodos y
d¡putodos que lo ¡ntegran, escogeró las com¡s¡ones que le corresponda, opl¡condo el
mecon¡smo establec¡do en el numerol onterior. 3. cont¡nuaró lo escogenc¡o en orden
decreciente hosto agotar los cupos correspond¡entes d lqs pres¡denc¡os y vicepresidenciqs de
los qu¡nce com¡s¡ones permanentes. Todos los d¡putados y diputodos deberdn formor pqrte de
uno Com¡s¡ón Permanente".

Estos artículos son inconstitucionales pues cuando establecen que 'tos direct¡vos de los
comis¡ones serón determinodos con base o lo importoncio numér¡ca de los organizociones políticas, los
cuoles mon¡festorán o lo directiva los comisiones que ospiron presid¡r" y que "Lo orgonización potítico
que represente lo pr¡mero fuerzo en la Asambleo Nocionol, de ocuedo ol número de diputodos y
d¡putodas que lo ¡ntegron, escogerá todds los com¡s¡ones que le correspondo presidir, tonro pora
Pres¡dentes o Pres¡dentds como poro Vicepres¡dentes o V¡cepresidentos, oportondo a lo directivo lo tisto
de los diputodos o diputodos que ejercerán tales funciones" violan los artículos 2, rgg,2ol y 222 de la
Const¡tución.

En efecto, desconocen estos artículos la división de Poderes, ya que cancelan con ello el que
exista contrapeso a la mayoría del parlamento y al Gobierno nacional, el control polÍtico, ya que es
garantía de que n¡nguno de los mecanismos parlamentarios de control polít¡co será activado, la
representac¡ón proporcional, ya que no toma en cuenta las cuotas y porcentajes obtenidos por lo que se
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denomina la "segunda luerza", y el pluralismo político, ya que con esta forma de conformación de las

Directivas se consolida un Poder Legislativo monocolor, de pensamiento y mayoría única, que niega la

diversidad de opciones y tendencias políticas que realmente lo ¡ntegran.

De nuevo, es pertinente considerar lo establecido en el Reglamento de 2000, en cuyo artículo ¿14

se establecía un metodología para la designación de las directivas de las comis¡ones permanentes que sí

garantizaba los princ¡p¡os constitucionales antes mencionados, pues indicada que ,,...e1 número de
¡ntegrontes y los d¡rectivos de los órgonos directivos de las comisiones serón determ¡nodos por el
Pres¡dente o Pres¡denta de la Asomblea con base en la importancio numérico de los grupos
porlomentorios de opinión y de los d¡putodos y diputados no ¡nscr¡tos en dichos grupos. En todo coso, el
Presidente o Pres¡dento considerorá los sugerencios que le formulen los grupos porlomentor¡os de
opinión y la de los d¡putodos y diputodas no ¡nscritos en dichos grupos. Poro ld integrac¡ón de los órgonos
direct¡vos de los comisiones se tomoró en cuenta el derecho de representación de los arupos
pa rlo me nto rios de opi n ión".

Al no establecer previsión alguna este derecho de representación de los grupos parlamentarios,
es decir, garantizar la representación proporcional y el pluralismo, el artículo 40, en su numeral 1al
menos, es inconstitucional y afectado de nulidad absoluta.

Más grave aún es lo establecido en el artículo 27, numeral 11, del Reglamento, ya que en forma
expresa permite al Presidente de la Asamblea Nacional designar y sust¡tuir, lo que se ha ¡nterpretado
como dest¡tuir también, a los Presidentes y Vicepresidentes de las Comisiones permanentes, como s¡ el
Parlamento no fuera un cuerpo integrado por representantes de la ciudadanía sino una especie de
reg¡m¡ento m¡l¡tar, sujeto al principio de jerarquía y de la subordinación, en el que el máximo jerarca
puede, en forma discrecional, hacer las sust¡tuc¡ones y dest¡tuc¡ones que considere.

Tal potestad del Pres¡dente de la Asamblea Nacional es inconstituc¡onal porque atenta contra ta

¡gualdad entre sí de los d¡putados del Parlamento, contra el principio democrático para la toma de
decisiones, contra el pluralismo y la representación, y debe junto con el artículo 40, numeral 1, ser
declarado ¡nconstituc¡onal por esta Sala, a fin de evitar que con esta metodología que está prev¡sta en el
Reglamento se desconozcan las normas constitucionales que se han mencionado al ¡n¡c¡o oe esta
sección. Así lo sol¡c¡tamos.

e. lnconstitucionolidod del Reolomento por no establecer un réaimen democrático v plurol paro
el funcionomiento de los medios de informoción de to Asambtea Nac¡onot v no aorontiidr et
occeso. sin discriminoc¡ones, o todo med¡o de comun¡coc¡ón o per¡odisto ol poloc¡o Federol
Leaislot¡vo:

Establece el artículo 56 del Reglamento que las sesiones plenarias serán transmitidas por ra

Telev¡sora de la Asamblea Nacional (ANTV) y que si algún medio diferente quiere hacer transmisión de
dichas ses¡ones tendrá que hacetlo ¿retronsm¡tiendo 

lq señol de d¡cho tetev¡soro,,-

Es decir, el Reglamento prohíbe en forma expresa que ros c¡udadanos, que ros erectores en
general, puedan considerar puntos de vista diferentes del expuesto por la televisora oficial sobre ro que
ocurre en las sesiones del Parlamento, en las Com¡siones y en la dinámica parlamentaria en general, así
como obtener entrevistas, declaraciones o comunicados de ¡ntegrantes del parlamento por medios de
comunicación con d¡ferentes líneas editoriales y enfoques sobre la información y la opinión diferentes.

Para agravar la situación, er artícuro 66 der Regramento estabrece, en forma expresa, que nrnguna
persona tendrá acceso al Salón de Sesiones de la Asamblea salvo los Diputados, los invitados y el equipo
de ANTV.
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Con lo anter¡or se c¡erra toda posib¡lidad a cualqu¡er per¡odista u otro med¡o de comunicación,
de poder informar bajo perspect¡vas diversas acerca de lo que sucede en las sesiones de la Asamblea
Nacional, que son de interés para todos los ciudadanos, sin distingo de posición política, cercenando así

lo que establecen los artículos de la Constitución en materias como el acceso a la información v la

pluralidad en la difusión de la misma.

Es por lo anterior que consideramos que los artículos 56 y 66 del Reglamento son
¡nconstitucionales, ya que la Constitución, en su artículo 2, dispone que el Estado venezolano garantiza la
"preeminencio de los derechos humonos, la ético y el plurolismo polít¡co", por su parte en el artículo 108
prevé que ef Estado garant¡zará "el acceso universol a la informoción" y mientras que en el artículo 58
establece que la información es -y debe ser- "libre y plurol".

De acuerdo con el régimen constitucional vigente, toda persona debe estar en l¡bertad de
acceder a la información que quiera, de modo que la información no puede estar parcializada, por el
contrario debe propender a reconocer todos los posibles puntos de vista que existan acerca de un mismo
hecho para que sea el ciudadano quien, a part¡r de la información obtenida en medio de una pluralidad
de fuentes informat¡vas, noticiosas y de op¡nión, saque sus prop¡as conclus¡ones e interpretaciones.

No obstante, lejos de respetar y garantizar que, respecto del funcionamiento interno de la

Asamblea Nac¡onal, la información que se divulgue al país sea "oportuno, veraz e imporciol, sin censuro'
como lo dispone el artículo 58 de la Constitución, el Reglamento que regula a la Asamblea Nacional,
órgano que por excelencia debe ser plural y expresión incluso de las opiniones minoritar¡as del país,

contradice en forma directa los artículos 2, 58 y 108 constitucionales, y por ello son nulos de nulidad
absoluta los artículos 56 y 66 del Reglamento, y así pedimos a esta Sala Constitucional oue lo declare.

De acuerdo con el artículo 17, numeral 6, del Reglamento, es un derecho de los diputados y
d¡putadas el "...obtener el pasoporte d¡plomát¡co, de servicio o especiol, según correspondo, de
conformidod con lo ley".Por su parte, el artículo 33 señala en su numeral g, lo siguiente:

Artículo 33. Son atribuc¡ones del secretor¡o o Secretar¡a de lo Asdmblea Ndc¡ondl: (...) g. Trdmitor onrc n
Presidenc¡a los documentos de ¡dent¡f¡coc¡ón que ocred¡ten a los d¡putados y d¡putodos como tdles, dsi como el
pasaporte correspond¡ente cudndo debon ausentarse del poís en mis¡ón of¡cidl".

Este artículo es inconstitucional en su numeral 8 porque establece como una mera potestad, como una
suerte de mero trámite admin¡strativo, y no como una obligación del secretario sujeta a sanción en caso
de incumpl¡miento el trám¡te (gestión y obtención) del pasaporte d¡plomático de los diputados, lo que en
la práctica se er¡ge como una peligrosa lim¡tante al trabajo de los diputados fuera del terr¡torio nacional
cuando sus funciones como d¡putados o a efectos de representar a la Asamblea Nacional fuera del país,
requieren de ese documento que los acredite no sólo como ciudadanos venezolanos, sino como
diputados del poder Legislativo Nacional.

As¡mismo es inconstitucional este numeral 8 del artículo 33 cuando establece en forma imptícita,
de nuevo como potestad y no como una obligación, del Pres¡dente de la Asamblea Nac¡onal, el ororgar a
instanc¡a del secretar¡o de ra Asambrea er pasaporte d¡promático ar diputado o diputados que ro hayan
requerido; tal atr¡buc¡ón, debido a las tareas más políticas y también adm¡nistrativas que trene ya
conferidas el Pres¡dente de la Asamblea en modo alBuno deberia estar concentrada en é1, sino en orro
cargo o ¡nstancia más admin¡strativa der parramento, para así evitar que por drscrepancias poríticas, er
Presidente, valiéndose de ra discrecionaridad y farta de sanciones en caso de no cumprir con esta
"atribución", sencillamente se niegue a otorgar el documento.

lnconstitucionolidad del Reolomento por reconocer como otribución, v no como oblioación,
del secretorio de la Asambleo Nocionol el otoraor el Dasoporte d¡Dlomático o los d¡putodos
dodo su condición de reDresentontes electos Dor el voto Dopulor:
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Por|asrazonesexpuestas,s¡endocontrar¡oa|osartícu|osI99Y2o1-de|aconstituciÓne|modo
enquee|Reg|amentoregu|aensuartícu|o33numeral8,|atramitaciónyobtenciónde|pasaporte
diolomát¡co de los d¡putados, a pesar de ser un derecho y resultar indispensable para el ejercicio de sus

funciones como parlamentar¡os, sol¡c¡tamos a esta sala constitucional que declare la nulidad absoluta de

dicho numeral, a efectos de que el documento sea expedido sin discrecionalidad por otra instancia de la

Asamblea Nacional de t¡po meramente admin¡strativo' Así lo solicitamos'

g. lnconstitucionol¡dod del Reolomento por atr¡bu¡r al Presidente de lo Asombleo Nocionol lo
' ir¡riád discrecionat e itim¡todo de cond¡cionar el derecho de oolobro de los diputodos, como

si éstos fueron sus subordinodos v no sus iauales:

De acuerdo con el artículo 17, numeral 2, del Reglamento, es un derecho de los diputados y

dioutadas el ,,...soticitor, obtener y hocer uso det derecho de polobro en los térm¡nos que estoblece este

Reglomento". No obstante ello, los artículos 71 y 75 establecen lo siguiente:

.Artícuto 77. r.hd vez conced¡do el derecho de polqbro d los d¡putodos o diputodas, conforme

a lo dispuesto en el ortículo onter¡or y en el orden en que se hub¡eren anotado' éstos hqrón

usodelm¡smo.Etd¡putddood¡putddohdb|orádesdesucurulohociendousodeldtribunode
orodores s¡ es quíen ¡n¡cia un debdte, presento un qcuerdo, un ¡nforme o una ley poro Io.

prímerodiscusión,prev¡ooutor¡zoc¡óndelaPres¡denc¡a'Elderechodepdlabroseperdera
cuando el d¡putddo o d¡putodd o qu¡en se le hub¡ere conced¡do estuv¡ere ousente de lo ses¡ón

en et momento de ser llomodo a usorlo, o menos que estuv¡ere cumpl¡endo una m¡sión de la

Asombleo Ndc¡onal y se incorpore o la plendr¡q ontes de final¡zor eltema poro el que se anoto

en|qpolabra.Tombiénpodróperderseelderechodepalabrocuandoe|oradoruoradorade
en cuyo coso lo

lrn¡d"*¡o pror"dera I reolízor un llomodo de atenc¡ón y de ser reinc¡dente se suspenderó su

¡ntervención".
"A|tícu'o75.secons¡deroinfroccióndetosregtqsdeldebote:1'Tomorlopoldbras¡nque|o
Presidenc¡alohayaconcedído,2.Tratarre¡terodqmenteosuntosd¡st¡ntoso|omqter¡o?n
díscus¡ón con ón¡mo de perturbqr el desarrollo ordenddo del debote' 3. Interrump¡r ol orodol

¿" tirno, 4. proferir alusíones ofensivas, 5. D¡straer re¡terodomente la dtenc¡ón de otros

d¡putodosodiputoddsy6'cua|qu¡erotrocomportom¡entosim¡lo|a|osanter¡oresqueímp¡do
el normdl desdrrollo del debate.

Estos artículos son ¡nconstituc¡onales porque le confieren un poder por completo discrecional'

ravando en lo subjet¡vo y arbitrario, al Presidente de la Asamblea Nacional para determ¡nar cuándo

limitar o retirar el derecho de palabra a los diputados que hacen uso del m¡smo en medio de una sesión

en la Plenaria de la Asamblea Nac¡onal, y además establecen unos supuestos de hecho en extremo

genéricos como mot¡vos para que los diputados sean limitados o pr¡vados de su derecho de palabra, sin

el cual no pueden en los debates y deliberaciones ante la Plenaria cumplir con su función de

representantes de sus electores y organizac¡ones polít¡cas'

Resu|taoportuno,denuevo,observar|oestab|ec¡doene|Reg|amentode2000,encuyoartícu|o
106 se establecía, en esta materia del derecho a la palabra de los diputados, lo s¡guiente: "Lo infrocción

de los regtos del debate mot¡vorá et llomado de otención por porte de Pres¡dencio en func¡ón de rest¡tu¡r

el orden y gorant¡zar to fluidez de to ses¡ón. En caso de que pers¡stiere lo infrocción, y a solicitud del

pres¡dente o pres¡dento o de cuolqu¡er otro asombleísto, podrá privorse ol infroctor o ¡nfroctoro del

derecho de potabro por el resto de lo sesión, con el voto cotif¡codo de los tres qu¡ntas portes de quíenes

estén presentes".

Comopuedeapreciarse,lalimitaciónoprivac¡óndelderechodepalabradelosdiputadosno
deoendía de la mera decisión personal e ¡nstantánea del Presidente de la Asamblea Nacional, sino de

que una mayoría calificada de los d¡putados presentes en la sesión así lo acordara, lo cual es más

cónsono con el funcionamiento de un Parlamento democrático, mientras que la normat¡va actual,

ademásdeserenexcesoambiSuaensussupuestosdehechoparaimpedire|ejerciciodederechode
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palabra, atribuye al Presidente del Parlamento el poder de privar de ese derecho a cualquier diputado

como si éste fuese un subord¡nado de aqué|, y el Presidente su superior.

Es con fundamento en todos los argumentos previos, que solicitamos a esta Sala Constituc¡onal

que declare también la inconst¡tucionalidad y nulidad de los 71 y 75 del Reglamento en las partes

indicadas como violator¡as del derecho de palabra de los d¡putados, por ser contrarios a los artículos 2,

I99,2OI y 22?. de la Const¡tuc¡ón, a fin de garantizar el efectivo ejercicio por parte de éstos de este

derecho parlamentario esencial para el cumplimiento de sus func¡ones como representantes de los

electores ante la Asamblea Nacional; así lo pedimos, respetuosamente.

V. SOTICITUD SUBSIDIARIA DE INTERPRETACIóN CONFORME A tA CONSTITUCIóN DE tOS
ARTíCUIOS DEt REGTAMENTO CUESTIONADOS EN ESTA DEMANDA DE NUUDAD:

En forma subsidiaria, ciudadanos Mag¡strados, a la pretens¡ón de nulidad por

¡nconstitucionalidad que hemos planteado en esta demanda contra los artículos 27, numerales 11 y 18,

33, numeral a, 57, 7I y 75, numeral 2, del Reglamento, sol¡c¡tamos a esta Sala, para el evento de que

estime sea posible su aplicación en este caso para así ev¡tar posibles lagunas que afecten el

funcionamiento ¡nterno de la Asamblea Nacional, que haga uso de la llamada "técn¡ca de las sentencias

¡nterpretativas", y en lugar de anular los preceptos ¡mpugnados, ¡nterprete conforme a la Constitución

de la República Bolivariana de Venezuela todos o al menos aquellos preceptos aquí cuest¡onados que

permitan serlo, de modo que no vulneren los principios y las garantías const¡tuc¡onales que se han

denunciado como desconocidos oor cada uno de ellos.

Bás¡camente pedimos de forma subsidiaria, esto es, sólo para el evento negado de que esta Sala

juzgue que no procede la anulación sino la interpretación conforme a la Const¡tución de los preceptos

cuest¡onados en esta demanda, que aplica la técnica usada en varias de sus sentenc¡as d¡ctadas en casos

de control concentrado de constitucionalidad de leyes (ver, entre otras, sentencias Nos. 2241, de 24 de

sept¡embre de 2OO2,2855, de 20 de noviembre de 2OO2, y 301, de 27 de febrero de 2OO7l, consistente

en la interpretación "constitucionalizante" de los preceptos de rango legal, conforme a los artículos 2,

I99, 2Ot y 222 de la Constitución, a efectos de evitar su declaratoria de nul¡dad absoluta cuando,

mediante una interpretación extens¡va, restr¡ct¡va o manipulat¡va del contenido de los artículos de la ley,

es posible "salvar" el precepto cuestionado en su constitucionalidad, y así proteger del ordenamiento de

lagunas legislativas ¡nnecesar¡as e inconvenientes, en este caso, el Reglamento que s¡rve de base al

funcionamiento del Parlamento nac¡onal.

VI. PETITORIO:

Con base en todos los argumentos antes expuestos, solic¡tamos a esta Sala Constitucional del
Tribunal Supremo de Justicia, lo sigu¡ente:

a) Que se declare COMPETENTE y ADMTTA esta acción de nulidad parcial por motivos de

inconst¡tucional¡dad en contra de los artículos 13, numerales 2 y 3, 26, numerales 3, 4 v LO, 33,
numerales 8, 9, 10 y 11, 27, numerales tL,17 y 18,33, numeral 8,49,56,57,66,7I,75, numeral 2, 101,

103 y 135 del Reglamento Inter¡or y de Debates de la Asamblea Nacional, cuva últ¡ma reforma fue
publicada en la Gaceta Ofic¡al de la República Bolivariana de Venezuela Ne 6.014 Extraord¡nar¡o, de fecha
23 de diciembre de 2010, por ser contrarios a los artículos 2, f99, 2OI v 222 de la Constitución.

b) Que SUÍANCIE el correspond¡ente juicio de nulidad parc¡al por mot¡vos oe
inconstitucionalidad de acuerdo con lo establecido en los artículos 128 y siguientes de la LOTSJ,

convocando a todos los interesados en el presente asunto a que se hagan parte como terceros
¡nteresados.

c) Que DECLARE CON TUGAR la presente acción de nulidad parcial por mot¡vos de
inconstitucional intentado en contra de los artículos 13, numerales 2 y 3, 26, numerales 3, 4 y 10,33,
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numerafes 8, 9, LO v tL,27, numerales tt, t7 v ta,33, numeral 8, 49,56, 57, 66,71,75, numeral 2, 101,

103 y 135 del Reglamento, por las razones expuestas en este escr¡to, y en consecuencia declare la
NUIIDAD PARCIAL de los artículos aouí cuestionados.

d) Que, en forma subsidiaria, para el evento negado de que no proceda la nulidad por

inconst¡tucional¡dad de los artículos del Reglamento ¡mpugnados en esta demanda, que esta Sala haga

uso de la técnica de la interpretación conforme a la Const¡tuc¡ón y, respeto de los preceptos

cuestionados en esta demanda, FUE tA INTERPRETACIóN CONSTITUCIONALIZANTE de cada uno de

ellos, y establezca las normas conforme a los artículos 2 (pluralismo político), 58 (llbertad de

información), 66 (rend¡ción de cuentas), 108 (acceso universal a la informac¡ón), 187, numeral 4 (deber

de promover la participación ciudadana), 197 (deber de vinculación permanente con electores) 199

(representación parlamentaria de electores), 201 (representación de entidades federales y autonomía de

opinión y votol y 222 de la Const¡tuc¡ón que derivan de ellos, a fin de evitar lagunas legislativas y

alteraciones en el funcionamiento del Parlamento nacional, de considerar esta Sala que ello podría

ocurrir de ser anulados los artículos impugnados.

A efectos procesales, señalamos como domicilio la siguiente dirección: Av. Andrés Eloy Blanco. Edif.

Cámara de Comercio de Caracas. Piso 2. Ofic. 2-15. Los Caobos - Caracas 1050. Venezuela.

Es Justicia oue sol¡citamos en la ciudad de Caracas. a la fecha de su oresentac¡ón.

Br¡to Berejiklia n
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